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JURISPRUDENCIA

Esta Sala ha visto el recurso de casación interpuesto por los demandantes D.  Rodolfo  y D.ª  Visitacion ,
representados por la procuradora D.ª Carmen Baeza Ripoll bajo la dirección letrada de D. José Antonio Martínez
Martínez, contra la sentencia dictada el 19 de noviembre de 2019 por la sección 5.ª de la Audiencia Provincial
de Alicante en el recurso de apelación n.º 21/2019, dimanante de las actuaciones de juicio ordinario n.º
1536/2017 del Juzgado de Primera Instancia n.º 2 de Alicante sobre restitución de cantidades anticipadas por
los compradores de viviendas en construcción. Ha sido parte recurrida la demandada Banco Santander S.A.
(antes Banco Popular Español S.A. y anteriormente Banco Pastor), representada por la procuradora D.ª Beatriz
López-Amor Ruano bajo la dirección letrada de D.ª Rosina Menéndez de Luarca Bellido.

Ha sido ponente el Excmo. Sr. D. Francisco Marín Castán.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- El 9 de noviembre de 2017 se presentó demanda interpuesta por D.  Rodolfo  y D.ª  Visitacion
contra Banco Pastor S.A. (en esa fecha ya Banco Popular Español S.A.) solicitando se dictara sentencia con
los siguientes pronunciamientos:

"1º.- Se condene a las demandada al pago a favor de mis mandantes la cantidad de 79.120 € (de conformidad
con el hecho noveno de la demanda) más los intereses legales desde la entrega del dinero hasta que se
produzca el pago o subsidiariamente desde la reclamación extrajudicial hasta el pago.

"2º.- Todo ello, con expresa condena en costas".

SEGUNDO.- Repartida la demanda al Juzgado de Primera Instancia n.º 2 de Alicante, dando lugar a las
actuaciones n.º 1536/2017 de juicio ordinario, y emplazada la entidad demandada, esta compareció y contestó
a la demanda planteando las excepciones de falta de legitimación activa y pasiva ad causam, oponiéndose
también en cuanto al fondo y solicitando por todo ello la íntegra desestimación de la demanda con imposición
de costas a la parte demandante.

TERCERO.- Celebrada la audiencia previa, como la única prueba fuese la documental, la magistrada-juez del
mencionado juzgado dictó sentencia el 31 de julio de 2018 con el siguiente fallo:

"Que ESTIMANDO ÍNTEGRAMENTE la demanda interpuesta por D.  Rodolfo  Y Dª.  Visitacion , debo condenar y
condeno a BANCO POPULAR ESPAÑOL S.A. a abonar a los demandantes la cantidad de 79.120 euros, más los
intereses legales desde la fecha del pago, el día 11/06/2007, incrementados en dos puntos desde el dictado
de la sentencia y hasta su completo cumplimiento.

"Con imposición de costas a la parte demandada".

CUARTO.- Interpuesto por la parte demandada contra dicha sentencia recurso de apelación, al que se opuso la
parte demandante y que se tramitó con el n.º 21/2019 de la sección 5.ª de la Audiencia Provincial de Alicante,
esta dictó sentencia el 19 de noviembre de 2019 con el siguiente fallo:

"Que estimando el recurso de apelación interpuesto por BANCO POPULAR ESPAÑOL S.A. contra la sentencia
dictada con fecha 31 de julio de 2018 en el procedimiento de juicio ordinario n.º 1536/2017 tramitado ante
el Juzgado de Primera Instancia n.º 2 de Alicante, debemos REVOCAR Y REVOCAMOS dicha resolución, y,
en su lugar, desestimando la demanda interpuesta por D.  Rodolfo  y Dª  Visitacion , debemos ABSOLVER Y
ABSOLVEMOS a la demandada de los pedimentos efectuados en su contra, con expresa imposición a la parte
actora de las costas de la primera instancia, declarándose de oficio las costas de la segunda instancia".

QUINTO.- Contra la sentencia de segunda instancia la parte demandante-apelada interpuso recurso de
casación por interés casacional en su modalidad de oposición a la doctrina jurisprudencial de esta sala,
articulado en dos motivos con los siguientes enunciados:

"1º.- Infracción de la Doctrina Jurisprudencial del Alto Tribunal establecida por la Sentencia de la Sala 1ª del
Tribunal Supremo nº 733/2015, de 21 de diciembre, Jurisprudencia reiterada en Sentencia TS nº 436/2016, de
29 de junio, Sentencia TS nº 459/2017, de 18 de julio, Sentencia del TS nº 636/2017, de 23 de noviembre, y
Sentencia reciente del TS nº 102/2018, de 28 de Febrero y la matizada en la Sentencia del TS 503/2018, de 19
de Septiembre, en relación a la responsabilidad de la entidad de crédito como depositaria de las cantidades
anticipadas por la compra de viviendas en construcción".

"2º- Infracción del Art. 1.1º y 1.2º, en relación con los Art. 2 y 3 de la Ley 57/1968, de 27 de Julio, reguladora
de las Percepciones de Cantidades Anticipadas en la Construcción y Venta de Viviendas y en relación con la
Disposición Adicional 1ª b) de la Ley 38/1999 de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación (LOE), en su
redacción aplicable al caso por razones temporales".
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SEXTO.- Recibidas las actuaciones en esta sala y personadas ante la misma ambas partes (la recurrida ya
como Banco Santander S.A.), el recurso fue admitido por auto de 23 de marzo de 2022, a continuación de lo
cual la parte recurrida presentó escrito de oposición al recurso solicitando su desestimación, por causas tanto
de inadmisión como de fondo, con imposición de costas a la parte recurrente.

SÉPTIMO.- Por providencia de 16 de abril del corriente año se nombró ponente al que lo es en este trámite y
se acordó resolver el recurso sin celebración de vista, señalándose para votación y fallo el siguiente día 24,
en que ha tenido lugar.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- En el presente recurso de casación se plantea si la entidad de crédito demandada debe responder
con arreglo al art. 1.2.ª de la Ley 57/1968 de las cantidades anticipadas por los demandantes, hoy recurrentes,
a cuenta del precio de su vivienda y sus intereses, cantidades ingresadas en una cuenta de la promotora en
dicha entidad pero no por los compradores ni por la promotora-vendedora, sino por un tercero (una sociedad
mercantil).

A tenor de lo declarado probado en la sentencia aquí recurrida, desestimatoria de la demanda, son datos
relevantes para la decisión del recurso los siguientes: (i) el 3 de abril de 2007, D.  Rodolfo  y D.ª  Visitacion
suscribieron con San José Inversiones y Proyectos Urbanísticos S.A. (en adelante San José o la promotora)
un contrato de compraventa que tuvo por objeto una vivienda (identificada como n.º  NUM000 , modelo
"  DIRECCION000 ") del "  DIRECCION001 " que la promotora iba a construir en el término municipal de
Orihuela, Alicante (doc. 1 de la demanda); (ii) siguiendo el calendario de pagos pactado (estipulación 3.-) los
compradores anticiparon a cuenta del precio un total de 82.120 euros, de ellos 79.120 euros (reclamados en
este litigio) el 11 de junio de 2007 mediante cheque (doc. 3.1 de la demanda) librado por la mercantil Amba
Sun Internacional S.L. (en adelante Amba Sun) con cargo a una cuenta de esta misma a la que previamente los
compradores transfirieron dicha cantidad y que fue compensado en una cuenta de la promotora en la entidad
Banco Pastor S.A. (luego Banco Popular Español S.A., en adelante BP, y actualmente Banco Santander S.A.);
(iii) por tanto, el ingreso de la cantidad que se reclama no se hizo por los compradores sino por un tercero, la
mercantil Amba Sun; (iv) no consta probado que la devolución de dichas cantidades estuviera garantizada por
la promotora mediante aval o seguro (en este sentido, la documental aportada -en particular el doc. 6 de la
demanda- solo acredita la existencia de una póliza de contraaval otorgada por Banco Pastor S.A. a la promotora
Herrada del Tollo, S.L., referida a otra promoción y en la que la entidad San José aparece como fiadora); (v)
declarada la promotora en concurso ( actuaciones de procedimiento concursal n. º 278/2008 del Juzgado de
lo Mercantil n.º 2 de Alicante), en dicho procedimiento se dictó auto de 15 de diciembre de 2010 homologando
el acuerdo alcanzado entre la promotora y los compradores de este litigio para resolver el contrato por
incumplimiento de aquella, con reconocimiento de un crédito a favor de los compradores por importe del total
anticipado (docs. 15 y 16 de la demanda); (vi) como el banco no atendió un requerimiento extrajudicial de los
compradores (doc. 18 de la demanda), a comienzos de noviembre de 2017 estos presentaron la demanda
del presente litigio solicitando la condena de BP a devolver únicamente los citados 79.120 euros del segundo
pago, con los intereses legales de dicha cantidad desde su entrega o subsidiariamente desde la reclamación
extrajudicial, tanto por su condición de avalista colectivo (que según los demandantes resultaba de la citada
póliza de contraaval, por ser San José avalista "de su filial" Herrada del Tollo S.L.) como también conforme
al art. 1-2.ª de la Ley 57/1968 (por haber aceptado el banco demandado los ingresos sin velar por que se
ingresaran en una cuenta especial debidamente garantizada); (vii) el banco opuso la excepción de la falta de
legitimación tanto activa como pasiva y negó su responsabilidad como garante, aduciendo la inexistencia de
aval, ni individual ni colectivo, y como receptor del anticipo, al no haber podido conocer ni por tanto controlar
el ingreso de los citados 79.120 euros; (viii) la sentencia de primera instancia estimó la demanda y condenó al
banco a devolver esos 79.120 euros más sus intereses legales desde la fecha del pago, razonando, en síntesis,
que los demandantes estaban legitimados activamente, que el banco tenía legitimación pasiva y, en cuanto a
su responsabilidad conforme a la Ley 57/1968, que el banco debía responder como avalista colectivo dada la
correspondencia del pago con el calendario pactado, la suficiencia de la póliza de contraaval, la irrelevancia de
que la cuenta no fuera especial y la posibilidad de que el banco avalista hubiera podido controlar dicho pago;
(ix) el banco apeló negando su falta de responsabilidad como receptor del anticipo al entender que únicamente
se le había condenado en esta condición y no como avalista, y que la razón decisoria de la sentencia apelada
al respecto se oponía a la jurisprudencia sobre el art. 1-2.ª de la Ley 57/1968 al desconocer que el banco no
había podido controlar el ingreso de la cantidad reclamada por haberse hecho por un tercero; y (x) la sentencia
de segunda instancia estimó el recurso del banco y desestimó la demanda fundándose en la sentencia de esta
sala 503/2018, de 19 de septiembre, según la cual no incurre en la responsabilidad del art. 1-2.ª la entidad de
crédito que no consta conociera los ingresos de los compradores en una cuenta del promotor en dicha entidad
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por haber sido hechos por una sociedad limitada, doctrina que el tribunal sentenciador consideró aplicable a
este caso porque, dada la similar mecánica de pago, BP no podía saber a qué concepto obedecía el importe
del cheque librado por Amba Sun que fue compensado en la cuenta de la promotora ("esa compensación de
cheques en la cuenta de la promotora podía responder a cualquier motivo y, en todo caso, no permitía conocer
que el pago procediese de los compradores demandantes de este procedimiento").

Los demandantes han interpuesto recurso de casación por interés casacional en su modalidad de oposición
a la doctrina jurisprudencial de esta sala, articulado en dos motivos estrechamente vinculados entre sí por
venir ambos referidos a la responsabilidad legal de las entidades de crédito con base en el art. 1-2.ª de la Ley
57/1968, al considerar los recurrentes que concurren los presupuestos para declararla y que, por el contrario,
no concurren las circunstancias que en algún caso (como el de la sentencia 503/2018) han llevado a esta sala
a eximir de responsabilidad al banco receptor con fundamento en haberse realizado el pago a través de una
sociedad mercantil.

La parte recurrida se ha opuesto al recurso de casación pidiendo su desestimación tanto por ser inadmisible
como por razones de fondo.

SEGUNDO.- Según sus encabezamientos, el motivo primero se funda en infracción de la doctrina
jurisprudencial fijada por la sentencia 733/2015, de 21 de diciembre, reiterada por las posteriores que se citan
y extractan, sobre la responsabilidad de las entidades de crédito receptoras con base en el art. 1-2.ª de la Ley
57/1968, y el motivo segundo se funda en infracción de los arts. 1-1.ª y 1-2.ª de la misma ley en relación con
los arts. 2, 3 y d. adicional primera de la Ley 38/1999.

En su desarrollo argumental, común a los dos motivos, lo que se alega, en síntesis, es: (i) que la conclusión
a que llega el tribunal sentenciador de que BP no pudo controlar el pago de los referidos 79.120 euros por
haberse hecho mediante la compensación en una cuenta de la promotora en BP de un cheque librado por una
mercantil y no por los compradores se sustenta en una "interpretación contraria a la prueba practicada"; (ii) que
al respecto consta probado que en este caso esa cantidad tenía correspondencia en el contrato y se ingresó
en una cuenta designada expresamente en el contrato aunque no fuera especial; (iii) que las circunstancias
del presente caso son bien diferentes de las del caso de la sentencia 503/2018, en el que a) el contrato de
compraventa no fue suscrito directamente por los compradores sino por la intermediaria Plus Advisor S.L.,
b) los ingresos no se hicieron en la cuenta designada en el contrato y c) aunque el ingreso se hizo también
por una sociedad mercantil el banco no pudo controlarlo, mientras que en el presente caso el pago se hizo
mediante un cheque bancario con indicación de la vivienda y promoción a la que correspondía; y (iv) que las
circunstancias del presente caso guardan más semejanza con las de los casos de las sentencias 420/2017,
de 4 de julio, y 467/2014, de 25 de noviembre, en las que sí se protegió a los compradores pese a que los
pagos se hicieran por un intermediario en su nombre (en el caso de la sentencia 420/2017, porque en el propio
contrato de compraventa se previó que los pagos a cuenta se hicieran, no por los compradores sino por un
tercero por cuenta de aquellos).

El banco recurrido se ha opuesto al recurso alegando, en síntesis: (i) que los dos motivos son inadmisibles
por "defectuosa técnica casacional", ya que los recurrentes a) confunden la vía de acceso con el motivo,
b) no citan norma infringida en el primero de los motivos, c) el enunciado del motivo segundo mezcla
hasta tres preceptos distintos y d) ninguno de los dos motivos se formula correctamente al no contar con
encabezamiento y desarrollo; y (ii) que en todo caso los motivos deben ser desestimados por razones de
fondo, en cuanto al motivo primero porque, además de no poderse saber la infracción en la que se funda, de su
desarrollo resulta que no es un verdadero motivo de casación sino un mero resumen de la razón decisoria de
la sentencia recurrida, y en cuanto al motivo segundo porque es improcedente combatir una decisión fundada
en jurisprudencia de 2018 invocando una jurisprudencia anterior, porque plantea una improcedente revisión
de la valoración probatoria al dar por sentado que el banco conocía y por tanto podía controlar los ingresos
a pesar de hacerse por un intermediario, porque las alegadas diferencias entre este caso y el de la sentencia
503/2018 son por completo irrelevantes al ser lo relevante que el pago de la cantidad reclamada se hizo por
una mercantil y mediante un cheque pese a que en el contrato se pactó el pago por transferencia y, en fin,
porque la jurisprudencia posterior a la citada sentencia 503/2018 ha insistido en la idea de que no incurre en
la responsabilidad del art. 1-2.ª la entidad de crédito que no consta conociera ingresos de los compradores en
una cuenta del promotor en dicha entidad por haber sido realizados por una sociedad limitada.

TERCERO.- No concurren los óbices de admisibilidad alegados por el banco, ya que según la jurisprudencia es
suficiente para superar el test de admisibilidad la correcta identificación del problema jurídico planteado y una
exposición adecuada que ponga de manifiesto la consistencia de las razones de fondo del recurso partiendo
del respeto a los hechos probados, y estos requisitos se cumplen en el planteamiento de la única cuestión
jurídico-sustantiva a que se refieren los dos motivos del recurso de casación, consistente en si procede declarar
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la responsabilidad del banco con base en el art. 1-2.ª de la Ley 57/1968 cuando el pago se hizo por un tercero
y no por los compradores.

En este sentido, aunque la estructura del escrito de interposición no es formalmente correcta (al confundirse
la vía de acceso con la norma infringida que ha de sustentar cada motivo, cuya cita se omite en el enunciado
del motivo primero, y limitarse el desarrollo argumental de este primer motivo a resumir la razón decisoria
de la sentencia recurrida), la circunstancia de que la propia parte recurrente admita que los dos motivos
se encuentran estrechamente relacionados entre sí permite salvar aquella omisión (en este sentido, p.ej.
sentencia 103/2022, de 7 de febrero) y considerar que la cuestión controvertida es común, que sobre esta
cuestión versan las normas pertinentes identificadas con suficiente claridad y precisión en el enunciado del
motivo segundo ( arts. 1-1.ª y 1-2.ª de la Ley 57/1968, en relación con los arts. 2, 3 y d. adicional primera de
la Ley 38/1999) y la jurisprudencia de esta sala que se considera vulnerada y sustenta la modalidad de interés
casacional invocado y, en fin, que la controversia se plantea desde el sustancial respeto a los hechos probados
(pues no se discute que el pago fue realizado por una mercantil), por más que la parte recurrente eluda algunas
conclusiones fácticas -como que el único documento de aval colectivo se refería a otra promotora y promoción-
que no pueden ser revisadas en casación, todo lo cual ha permitido a la entidad recurrida oponerse al recurso
con pleno y cabal conocimiento de dicha cuestión jurídica.

CUARTO.- Como recuerda la sentencia 1127/2023, de 10 de julio.

"Desde la sentencia 733/2015, de 21 de diciembre, existe una doctrina jurisprudencial consolidada (que
ambas partes demuestran conocer y de la que es ejemplo reciente la sentencia 36/2023, de 17 de enero,
con cita de las sentencias 24/2021, de 25 de enero, y 574/2021, de 26 de julio) en el sentido de que el art.
1.2.ª de la Ley 57/1968 establece una responsabilidad legal específica de las entidades de crédito ("bajo su
responsabilidad") cuya efectividad no depende de que la cuenta en que se ingresen las cantidades anticipadas
por los compradores a cuenta del precio de su vivienda sea la especial a que se refiere la misma norma.

"Esta responsabilidad legal, que no cabe confundir con la de la entidad garante (avalista o aseguradora) en
el caso de que se pruebe la existencia de garantías, se funda en que las entidades de crédito depositarias de
cantidades anticipadas por los compradores de viviendas en construcción no tienen el carácter de terceros
ajenos a la relación entre comprador y promotor-vendedor, sino que deben colaborar activamente con este
último a fin de asegurarse de que cumple sus obligaciones legales (recibir los anticipos en una cuenta especial
debidamente garantizada), de modo que basta con que la entidad de crédito conozca o no pueda desconocer
(que "supo o tuvo que saber", según dijo literalmente la sentencia 733/2015) que los compradores estaban
ingresando cantidades a cuenta del precio de viviendas en construcción para que responda por no haber
exigido del promotor la apertura de una cuenta especial, separada y debidamente garantizada".

No obstante, a partir de la sentencia 503/2018 (en la que se funda la sentencia recurrida) también es doctrina
jurisprudencial consolidada que no incurre en la responsabilidad del art. 1-2.ª la entidad de crédito que no
pudo conocer ni por tanto controlar que los ingresos en una cuenta de la promotora en dicha entidad se
correspondieran con anticipos a cuenta del precio de una vivienda en construcción, al haber sido realizados
dichos ingresos no por sus compradores o por la promotora sino por un tercero, en concreto una sociedad
mercantil ( sentencias 411/2019, de 9 de julio, 623/2019, de 20 de noviembre, 644/2019, de 27 de noviembre,
147/2020, de 4 de marzo, 189/2020, de 19 de mayo, 406/2020, de 7 de julio, 453/2020, de 23 de julio, 479/2020,
de 21 de septiembre, 107/2021, de 1 de marzo, y 584/2022, de 26 de julio, todas ellas citadas por la 682/2023,
de 8 de mayo).

QUINTO.- Esta última doctrina jurisprudencial, en la que se sustenta la sentencia recurrida, determina que el
recurso deba ser desestimado por las siguientes razones:

1.ª) La controversia en casación se centra en la responsabilidad del banco demandado como receptor de los
anticipos y no como avalista.

Es cierto que en la demanda se adujo que BP también debía responder como garante con fundamento en
la existencia de un aval colectivo, y la sentencia de primera instancia acogió ese argumento para estimar la
demanda apoyándose en la existencia y suficiencia de la póliza de contra aval aportada como doc. 6 de la
demanda. Pero también es cierto que: a) en apelación el banco negó su responsabilidad como receptor de los
anticipos; b) los demandantes, aunque insistieron en la existencia de aval, centraron su oposición a la apelación
en rebatir las razones del banco para eximirse de responsabilidad como receptor de los anticipos, de forma
que ya desde la segunda instancia el debate se centró en si procedía o no declarar dicha responsabilidad con
base en el art. 1-2.ª de la Ley 57/1968 y su jurisprudencia a partir del hecho no discutido de que el pago de
la cantidad reclamada en la demanda se había hecho por una sociedad mercantil; c) la razón decisoria de la
sentencia recurrida es que, conforme a la doctrina jurisprudencial fijada por la citada sentencia 503/2018, no
cabe responsabilizar al banco demandado; d) por tanto, la sentencia recurrida se apoya en una base fáctica,
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no revisable en casación, que en ningún caso considera probada la existencia de un aval colectivo para la
promoción; e) esta conclusión fáctica no viene sino a corroborarse atendiendo al tenor literal del citado doc.
6 de la demanda, pues se refiere a otra promotora y a otra promoción; y f) aunque los recurrentes también
citen en el encabezamiento del motivo segundo el párrafo primero del art. 1 de la Ley 57/1968, es indudable
que el interés casacional del recurso no se funda en la vulneración de la jurisprudencia de esta sala sobre la
responsabilidad del avalista colectivo sino en la oposición a la jurisprudencia sobre la responsabilidad del art.
1-2.ª de dicha ley.

2.ª) Desde la perspectiva del art. 1-2.ª de la Ley 57/1968, la decisión de la sentencia recurrida es conforme
con la jurisprudencia expuesta ya que la conclusión jurídica del tribunal sentenciador de que el banco no pudo
conocer ni por tanto controlar el ingreso de los 79.120 euros se basa en circunstancias muy similares a las
que vienen siendo tomadas en consideración por esta sala para eximir de responsabilidad al banco cuando el
ingreso se realiza por una sociedad mercantil.

Esto es así porque la jurisprudencia viene considerando irrelevante el solo hecho de que la titular de la cuenta
fuese la promotora, así como que el banco supiera que dicha sociedad titular de la cuenta se dedicaba a la
promoción inmobiliaria, que la mercantil pagadora fuese o no una sociedad intermediaria, autorizada por los
compradores para actuar en su nombre (lo que además en este caso no consta acreditado, pues fueron los
compradores los que intervinieron personalmente en la compraventa y firmaron el contrato) o que la cuenta
en la que se hizo el ingreso fuera o no la indicada en el propio contrato, en tanto que "la responsabilidad de
las entidades de crédito establecida en el art. 1-2.ª de la Ley 57/1968 no depende de que los anticipos se
ingresen en la cuenta identificada en el contrato de compraventa" ( sentencia 411/2019, de 9 de julio, citada
por las posteriores 623/2019, de 20 de noviembre, 644/2019, de 27 de noviembre, 147/2020, de 4 de marzo,
y 453/2020, de 23 de julio).

Para la jurisprudencia lo verdaderamente relevante es que los ingresos se hicieran por una sociedad mercantil
"sin dar razón suficiente de que se correspondieran con anticipos de compradores de viviendas protegidos por
la Ley 57/1968" ( sentencias 107/2021, 479/2020 y 453/2020, antes citadas) y esta circunstancia concurre
en el presente caso porque el pago de los 79.120 euros se hizo mediante un cheque librado por Amba Sun
que BP se limitó a compensar y en el que no se hizo la menor indicación respecto de la vivienda a la que
correspondía el pago ni respecto de los compradores en cuyo nombre se hacía el pago (en el cheque solo
aparecía manuscrito el texto "  DIRECCION000   NUM000 ", que ni tan siquiera despeja dudas sobre si fue puesto
o no con posterioridad, pero en ningún caso aparecen identificados los compradores). Por tanto, como dice la
sentencia recurrida, ese cheque "podía responder a cualquier motivo", de modo que el banco solo podría haber
conocido su procedencia "realizando una verdadera labor inquisitiva, legalmente no exigible, sobre cualquier
ingreso realizado en la cuenta de la promotora" (entre las más recientes, sentencias 682/2023, 636/2022, de
3 de octubre, y 584/2022).

3.ª) En suma, la inferencia del tribunal sentenciador, como juicio de valoración jurídica asentada en los hechos
indicados, de que BP no conoció ni pudo conocer que los 79.120 euros se correspondían con un pago de
los compradores-demandantes a cuenta del precio de su vivienda se ajusta a la jurisprudencia de esta sala,
máxime cuando también es doctrina jurisprudencial que la Ley 57/1968 no ampara las compras hechas por
sociedades mercantiles ( sentencias 401/2023, de 23 de marzo, y 358/2023, de 10 de marzo).

SEXTO.- Desestimado el recurso de casación procede, conforme a los arts. 487.2 y 398.1 en relación con el
394.1, todos de la LEC, imponer las costas a la parte recurrente, que conforme al apdo. 9 de la d. adicional
15.ª LOPJ perderá el depósito constituido.

F A L L O

Por todo lo expuesto, en nombre del Rey y por la autoridad que le confiere la Constitución, esta sala ha decidido

1.º- Desestimar el recurso de casación interpuesto por los demandantes D.  Rodolfo  y D.ª  Visitacion  contra
la sentencia dictada el 19 de noviembre de 2019 por la sección 5.ª de la Audiencia Provincial de Alicante en
el recurso de apelación n.º 21/2019.

2.º - Confirmar la sentencia recurrida.

3.º- E imponer las costas a la parte recurrente, que perderá el depósito constituido.

Líbrese a la mencionada Audiencia la certificación correspondiente con devolución de los autos y rollo de
apelación remitidos.

Notifíquese esta resolución a las partes e insértese en la colección legislativa.
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JURISPRUDENCIA

Así se acuerda y firma.
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